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vayan a echarlos, volver a repetirse los requerimientos judiciales, o 
administrativos de desalojo, el tener que salir con todas sus pertenencias 
a cuestas para acabar alojándose en casa de algún familiar y terminar 
viviendo, las más de las veces, en situación de hacinamiento.

La falta de resolución en plazo de las ayudas al alquiler también 
agrava la situación de muchas familias. Ya lo manifestábamos en nuestro 
informe del año 2016 con respecto a las ayudas al alquiler de 2015. Este 
año ha vuelto a ocurrir, y eso que nos garantizaron desde la Consejería que 
iban a estar pagadas todas las ayudas en septiembre. Hemos tenido que 
volver a realizar otro requerimiento para que se agilizaran y resolvieran 
dichos pagos. En él reclamábamos que cerca de 14.000 familias con 
derecho a las ayudas estaban en octubre sin poder cobrar unas ayudas 
que debían haberse resuelto en febrero de 2017. A final de año muchas de 
ellas todavía seguían sin percibir estas ayudas tan fundamentales. 

Reproducimos el testimonio de un solicitante de ayuda desalentado: “Otro 
año esperando ayudas miserables, cuando me llegue será para una casa que 
ya no tengo, y este año ¿se acabo la ayuda? prometían y prometían... Pero 
solo hay dinero para ellos, con lo que ganan en un mes yo vivo todo un año. Y 
todavía tengo que demostrar que soy pobre. Que no puedo ni me dejan salir 
de la miseria, que no puedo sacar a mis hijos de esta pobreza, que solo puedo 
subsistir si un hombre me mantiene... gracias por unas migajas de ayuda que 
nunca llega a tiempo” (consulta 17/5295).

3.2.2.4. 	 Menores en situación de vulnerabilidad

La crisis sigue presente en el día a día de las familias andaluzas. En 
2017, cerca de 600 personas se han dirigido a nosotros por consultas 
relacionadas con las prestaciones del Programa de Solidaridad, 
conocidas popularmente como Salario Social. 

Dichas peticiones de información vienen motivadas fundamentalmente 
por las demoras de más de un año, que se siguen produciendo en el 
reconocimiento de dichas prestaciones en las provincias de Cádiz, Sevilla, 
Málaga y Córdoba, así como por los retrasos en el cobro mensual cuando 
ya están aprobados los expedientes. 
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La situación es desesperante para muchas familias, la mayoría con hijos 
menores de edad, que ven cómo el único ingreso que pueden obtener 
no se abona y se incumplen los plazos establecidos por las disposiciones 
en vigor. 

Han sido muchos los escritos y comentarios en redes sociales sobre la 
situación de estas familias sin ingresos y que según su norma reguladora 
deberían haberse resuelto en el plazo de dos meses y que en muchos 
casos que han llegado hasta nosotros han tardado, en ocasiones, entre 
8 y 12 meses.

Traemos a colación algunos relatos: 

“Cádiz es una vergüenza con los pagos del salario, señor defensor haga 
usted algo por el pueblo por dios, que tenemos que sobrevivir” ; “De verdad 
que esto es una vergüenza 6 meses esperando una ayuda que es para 
gente que no tienen nada de nada y aquí una con pequeños y una familia 
monoparental... desesperada sin saber que hacer ya que mis hijos tienen 
que comer vestir por lo menos lo necesario... como yo, muchísima gente... 
pero quien esté agarrado a esto ya te digo... que se mueren de hambre...” 
(consulta 17/9264).

“Tengo 31 años y parado de larga duración con 2 niños. Me ayudan mis 
familiares pero ellos tampoco están bien. Solicité el salario hace 1 año y 
dos meses y me dicen que mi expediente esta en comisión. Yo mientras 
tanto no puedo pagar las facturas de agua ni de luz. No puedo hacer 
frente a mi situación”. 

En este ámbito, los ciudadanos también se lamentan de la cuantía 
que perciben y de los descuentos que se les hacen: “Cómo es posible 
que me hayan descontado del salario social 200 € de la manutención 
alimenticia de mi único hijo, menor de edad, siendo el único dinero del que 
disponemos? Me parece totalmente injusto que hagan estas cosas. Tanto 
tiempo esperando, 10 meses, y ahora esto”. O de la irregularidad en los 
pagos, ya que existe una fecha determinada para abonar la prestación: 
“¿Cuándo pagan este mes, yo el alquiler lo tengo que pagar el día 1 de 
cada mes y si no es así me echan de mi casa” . 
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Por otro lado, la pobreza en Andalucía se ha convertido en un problema 
estructural, tanto por afectar a un elevado porcentaje de personas y 
familias, como por su cronificación, debido a las dificultades que tienen 
de salir de esta situación. Las mejoras generales de la economía apenas 
se perciben en el sector más empobrecido de la sociedad. 

Los Servicios Sociales se encuentran colapsados para tramitar los subsidios 
y poder informar y atender a las personas que acuden, solicitando ayudas 
ante la falta de ingresos y la necesidad de abonar los gastos de luz, agua y 
alimentación para sus hijos. Los ciudadanos se quejan de que no reciben 
atención de los Servicios Sociales, que tienen que esperar colas, que solo 
atienden dos días a la semana, etc. 

La realidad es que cuando nos ponemos en contacto con estos 
profesionales apreciamos todo el cariño y esfuerzo que dedican día a día 
a intentar resolver los graves problemas que se les plantean. 

Muchas otras consultas provienen de ciudadanos que han sido despedidos 
o que se han endeudado con empresas de préstamo fácil y quieren salir 
del atolladero. Nos solicitan una segunda oportunidad para volver a ser 
personas, ya que la actual normativa no ofrece una respuesta suficiente. 

Desde el teléfono del menor (900 50 61 13) nos llegan, además, denuncias 
de malos tratos, en cuyo caso damos traslado de los antecedentes a la 
Administración competente (servicios sociales municipales o servicios de 
protección de menores de la Junta de Andalucía) a fin de que ejerzan las 
funciones que tienen encomendadas por la Ley 1/1998, de 20 de abril, de 
los derechos y atención a menores en Andalucía. 

También recibimos llamadas anónimas para alertarnos de situaciones 
de riesgo para los menores. 

Citemos un ejemplo. Una persona nos denunciaba la que a su juicio era una 
situación de riesgo en la que se encontraban cuatro hermanos menores 
de edad que vivían en una vivienda cercana al domicilio del denunciante. 
Intentamos que nos expongan con mayor precisión la situación y nos 
escriben: Los niños de 7 a 10 años están todo el día en la calle, sucios, con 
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ropa de verano en invierno, tiritando de frío, faltan mucho a clase, y cada 
vez que ven a los vecinos con comida les piden diciéndoles que su madre 
no les da mucho de comer. La niña no va al colegio y lo que mas preocupa 
a los vecinos es el trasiego de hombres de etnia gitana de 50 a 60 años 
entrando a la vivienda hasta elevadas horas de la madrugada. Muchos 
vecinos hasta de bloques colindantes han visto a la niña siendo tocada y 
besuqueada por estos hombres de avanzada edad.

Estos hechos fueron trasladados a los Servicios Sociales correspondientes, 
quien tras recibirlos se personaron en el domicilio familiar. Tanto la madre 
como la adolescente niegan los hechos relatados en la queja, a pesar de lo 
cual los profesionales intervinientes pueden acreditar indicadores de una 
posible situación de riesgo por posible absentismo escolar y derivados 
también de la precaria situación socio-económica en que se encuentran, 
precisados de ayuda social con que superar la coyuntura que atraviesan. 
Por todo lo expuesto en el informe se señala que se efectuará una labor 
de seguimiento de la situación familiar.

Debemos recordar en este sentido lo que dice el artículo 18.5 de la Ley 
1/1998 de 20 de abril de los Derechos y la Atención al Menor: «Cualquier 
persona o entidad y, en especial, las que por razón de su profesión o 
finalidad tengan noticia de la existencia de una situación de riesgo o 
desamparo de un menor, deberá ponerlo en conocimiento de cualquier 
autoridad, que inmediatamente lo comunicará a la Administración 
competente, Autoridad Judicial o al Ministerio Fiscal».

También hemos recibido algunas consultas y quejas sobre la situación 
de pérdida de custodia de los hijos y situación de desamparo. Tal es 
el caso de una chica de 19 años que había tenido a su hija en un hospital 
y como era prematura había sido derivada a la incubadora. Una de las 
veces que fue a verla le dijeron que no podía, que le habían quitado a su 
hija. Había recibido un escrito de la Junta que no entendí en absoluto. Tras 
realizar investigaciones comprobamos que en la declaración provisional 
de desamparo se alegan circunstancias de los progenitores como 
inmadurez, carencia de habilidades para cuidar a un recién nacido, falta 
de apoyos familiares, etc. También dice que han realizado un acogimiento 
familiar de urgencia. 
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Han sido este año varios los casos en esta materia. El pasado mes de octubre 
recibimos a una concentración de unas diez madres en la puerta de nuestra 
Institución que se quejaban de determinadas prácticas administrativas 
que consideran irregulares y vulneradoras de derechos de las personas 
afectadas -tanto personas adultas como menores- las cuales se encuentran 
consolidadas en el funcionamiento ordinario de los servicios administrativos 
que ejercen funciones relacionadas con el Ente Público de Protección de 
Menores en las distintas provincias de Andalucía, (Córdoba, Cádiz y Sevilla). 

Denunciaban concretamente descontrol en las declaraciones de 
desamparo, los métodos utilizados para la retirada de los hijos y falta de 
transparencia de las políticas en materia de protección.

Otro de los temas donde más a menudo nos trasmiten denuncias o 
consultas en el teléfono del menor tiene que ver con los malos tratos a 
menores, tanto psíquicos como físicos. Creemos que el hecho de tener 
un teléfono gratuito y donde se garantiza la confidencialidad es uno de 
los aspectos positivos por el cual los ciudadanos se dirigen a nosotros. 

Es más, cuando los ciudadanos teclean en Google defensor del menor, las 4 
primeras entradas direccionan hacia nuestra Institución y es frecuente que nos 
llamen no sólo desde Andalucía sino desde otras comunidades autónomas. 

Nuestro objetivo es facilitar a los menores y a sus progenitores un espacio 
seguro, confidencial, en el que pueden ser escuchados y respetados, y en 
el que puedan expresar libremente aquello que les ocurre para intentar 
buscar alternativas a sus problemas y orientarles a los recursos que la 
Administración pone a su disposición.

Durante este año hemos recibido denuncias de maltrato sexual 
(posibles abusos sexuales a una menor por parte de un adulto; subidas 
a redes sociales de vídeos de contenido sexual; denuncia la existencia de 
una organización criminal que se dedica a la pornografía infantil, etc.).

En cuanto al maltrato físico, es frecuente denunciar por parte de padres 
o madres separados con respecto al otro progenitor, petición de medidas 
de cambio del régimen de visitas, etc. 
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En todos estos casos, desde la Defensoría comunicamos los hechos ante 
las fuerzas de orden público y trasladamos los antecedentes a los servicios 
sociales municipales o servicios de protección de menores.

Igualmente asesoramos a las personas sobre los servicios que presta el 
Servicio de Asistencia a Víctimas de Andalucia (SAVA). Se trata de un servicio 
de carácter público, de ámbito andaluz, universal y gratuito, integrado por 
recursos, funciones y actividades, dirigido a informar, asesorar, proteger y 
apoyar a las víctimas de delitos, así como a reducir y evitar los efectos de la 
victimización secundaria, acercando la justicia a la ciudadanía.

Otro recurso que ofrecemos es el Teléfono del Menor de la Junta de 
Andalucía a través de los distintos recursos que ofrecen: 

Teléfono de notificación de posibles situaciones de maltrato infantil: 900 851 818

Teléfono de Información sobre Menores y TIC: 902 113 000

Teléfono de Información General en Materia de Infancia: 900 921 111

Igualmente, en algunos casos hemos derivado las denuncias de los 
ciudadanos sobre malos tratos a menores a la Fundación ANAR, donde dan 
respuesta inmediata a todo tipo de problemas: acoso escolar, violencia de 
género, maltrato, trastornos de alimentación, ciberbullying, entre otros. 

Cualquier niño o joven puede marcar su número 900202010, que es 
gratuito y confidencial, y encontrará al otro lado un psicólogo que le va a 
escuchar el tiempo necesario, que le orientará en su problema y que le 
ayudará a encontrar un solución.

3.2.2.5. 	 Menores y Familia

Cerca de 300 consultas hemos recibido en el año 2017 sobre esta materia. Son 
frecuentes las consultas con respecto a problemas sobre la custodia de los hijos, 
al incumplimiento del régimen de visitas, la falta de abono de las pensiones 
de alimentos, tanto por parte del progenitor beneficiario como del obligado al 
pago, al haber cambiado las circunstancias económicas de la familia. 




